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			SINOPSIS

			 

			 

			 

			Todo empezó hace casi seis años, cuando Artur Mas regresó de la Moncloa con la negativa de Mariano Rajoy a abordar un pacto fiscal para Catalunya. Aquel presidente de la Generalitat designado a dedo por Jordi Pujol, un gestor de factura clásica convergente, un político de corbata que se definía como business friendly, emprendió entonces una carrera imparable abrazado al independentismo en el que nunca había militado.

			Mas fue avanzando en la vía del desafío al Estado español como quien se adentra en un bosque de espesa maleza que se obstruye a sus espaldas, cerrándose puertas una tras otra a una posible rectificación, en la confianza de que su rival en la Moncloa cedería en algún momento a una negociación o sería obligado a hacerlo por los líderes europeos. El president prometió a los catalanes que mantendría el rumbo a Ítaca, pero por el camino fue extraviando enseres y tripulación sin que se avistara el anhelado destino en el horizonte.

			¿Qué impulsó a Mas a enfilar esa dirección y a mantenerla frente a viento y marea? ¿Quiénes le influyeron durante el trayecto? ¿Hubo algún momento en el que fuera posible cambiar el curso de la historia y evitar una de las mayores crisis institucionales y políticas de España? Al final, Carles Puigdemont, alcalde de Girona, independentista de cuna, tomó el relevo y acabó por proclamar una república simbólica que sólo sirvió para que Cataluña perdiera el autogobierno del que había disfrutado durante 40 años. «No quiero ser el presidente de Freedonia», dijo Puigdemont en un destello de clarividencia justo antes de sucumbir al apelativo más corrosivo y letal de todos, el de «traidor», y declarar una independencia que acabó naufragando.
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PRÓLOGO


SE LES FUE DE LAS MANOS

			ENRIC JULIANA

			 

			 

			 

			Artur Mas, presidente de la Generalitat de Cataluña, y Francisco Pérez de los Cobos, presidente del Tribunal Constitucional, llegaron a reunirse secretamente en un convento de monjas de Madrid para intercambiar puntos de vista e intentar algún tipo de acercamiento en el marco de la Constitución. Las monjas fueron muy hospitalarias, pero en la reunión no se pudieron dibujar paralelas convergentes. El presidente Mas se reunió al menos tres veces en secreto en Madrid con el presidente Mariano Rajoy antes de la ruptura de septiembre de 2012 que propició la convocatoria de elecciones anticipadas en Cataluña bajo el signo de la consulta soberanista. Mas viajó en coche a Madrid para no ser reconocido en el AVE o en el puente aéreo, como ya hiciera unos años antes cuando negoció secretamente con José Luis Rodríguez Zapatero algunos recortes sustanciales en el Estatut aprobado por el Parlamento de Cataluña. Hubo horas y horas de conversación entre Rajoy y Mas antes de que ambos políticos entraran en ruta de colisión.

			Estos son algunos de los datos novedosos que aporta Lola García en este libro sobre el reciente naufragio de la política catalana. Hay muchos más, que no defraudarán al lector, puesto que estamos ante el relato más conciso y riguroso de los acontecimientos acaecidos desde que la crisis económica interrumpió las perspectivas triunfales del «Govern dels millors» (fórmula con la que la coalición Convergència i Unió recuperó el poder en 2010) hasta los indescriptibles días de octubre de 2017 en los que se proclamó la independencia de Catalunya (es un suponer) sin que se arriase la bandera de España de ningún edificio oficial de la Generalitat.

			Existió la voluntad de controlar el conflicto y este escapó de las manos de sus dos principales protagonistas. En el momento de escribir este prólogo, ocho años después de que comenzasen a dibujarse las rutas de colisión, Mariano Rajoy Brey está empaquetando algunos de sus enseres para trasladarse a la localidad alicantina de Santa Pola, donde volverá a ejercer de registrador de la propiedad, después de haber sido arrollado por la primera moción de censura que logra triunfar en la democracia española. Más que una moción de censura, un impeachment. Unos cuantos años después de aquella secreta reunión en el convento de monjas de Madrid, Artur Mas Gavarró se halla en un segundo plano de la política catalana, inhabilitado para el ejercicio de cualquier cargo público durante un periodo de dos años (la condena se aplicará cuando el Supremo resuelva el recurso presentado) y se ha visto obligado a depositar una muy cuantiosa fianza ante el Tribunal de Cuentas por el presunto empleo de dinero público en la organización de la consulta soberanista del 9 de noviembre de 2014. 

			Rajoy ha sido expulsado del poder por el Congreso de los Diputados. Nunca olvidará la tarde transcurrida en el restaurante Arahy el jueves 31 de mayo de 2018, después de que le llamase el presidente del Euzkadi Buru Batzar (el comité ejecutivo del PNV), Andoni Ortuzar, para comunicarle que tenía la moción de censura perdida. Fue una tarde larga, bañada en whisky y rumores. Aquella tarde, Rajoy decidió que no se sometería a la humillación de presentar la dimisión al rey, como le pedían indirectamente los sorayos, la extensa red de altos cargos guiados por la vicepresidenta Soraya Sáenz de Santamaría, que se veía capaz de obtener el voto del PNV para su investidura. Rajoy cortó en seco los rumores y salió del Arahy con la mirada perdida.

			Mas ha adelgazado y ha envejecido visiblemente estos últimos años. Nunca fue un hombre feliz en política. Tenaz, sí; feliz, pocas veces. El expresidente de la Generalitat se siente víctima de los acontecimientos y sigue empeñado en ejercer algún tipo de influencia. Aconsejó a los suyos que votasen favorablemente la moción de censura a Rajoy, mientras Carles Puigdemont emitía desde Berlín algunas primeras señales a favor de la abstención.

			El conjunto de tensiones, movilizaciones y simulaciones que ha recibido estos años el nombre de procés ha sido muchas cosas a la vez. Por decirlo con un término de moda, el procés ha sido un magnífico significante vacío. Una maniobra de gran envergadura del grupo dirigente catalán de raíz pujolista para atravesar las turbulencias y desgastes de la crisis económica, después de haberse jurado a sí mismos que nunca más perderían el Gobierno de la Generalitat. Una astuta modificación del campo de batalla para impedir la formación de otra coalición de izquierda en Cataluña. Una fenomenal movilización de masas que en algún momento ha logrado aunar pulsiones sociales antagónicas: la de los que imaginan una Cataluña independiente como una Gran Andorra con bajos impuestos y la de los que sueñan con una república socialista. Una instintiva maniobra de bloqueo por parte de las clases medias de habla catalana de la impugnación de la Generalitat por parte del 15-M, movimiento que en Barcelona se expresó con mucha más agresividad que en Madrid. Una severa impugnación catalana de la alianza de los altos funcionarios —la «brigada Aranzadi»— con los poderes oligárquicos españoles. 

			Hay más significantes. Un marco de politización intensiva de gentes que habían vivido los años del bienestar considerablemente alejados de la política. Un ámbito de socialización y fraternidad: ahí está el álbum de fotos de las gigantescas manifestaciones de los últimos ocho años. Una segunda juventud para miles de personas mayores de sesenta años que han encontrado en la militancia independentista un lugar en el mundo. Un extenuante combate de judo entre las distintas mutaciones convergentes y Esquerra Republicana, un combate que aún no ha concluido. Una movilización civil sin precedentes que ha estimulado la movilización en sentido contrario de muchos ciudadanos que hasta hace dos días aceptaban un catalanismo bajo en calorías. Un eficaz despertador de los apegos a España en Cataluña. Un foco de atención internacional. Un acontecimiento europeo. Uno de los más poderosos detonantes de la crisis política española. Un estímulo para la impugnación del sistema político en otros lugares de España. Un estímulo para la reaparición explícita del nacionalismo español. Una movilización genuina de casi la mitad de la sociedad catalana; en ocasiones más de la mitad. Una hábil manipulación de los deseos de encontrar una salida rápida a las angustias de la crisis. Un proyecto. Una ilusión. Una fantasía. La primera señal de una posible crisis europea de gran envergadura: la fractura de los viejos estados nacionales. Un motivo de seria preocupación para varios gobiernos europeos. Un campo de maniobras para los servicios digitales rusos (algo ha habido, pero no deberíamos exagerar). Obsesión e insomnio de los grupos dirigentes aferrados a la España uninacional. Detonante de numerosas discusiones familiares, algunas de las cuales no han acabado bien. Motivo de desasosiego para muchas personas que no desean vivir experiencias de alta tensión política; personas que con su voto han impedido la formación de una mayoría independentista incontestable. Excusa para algunas actuaciones sucias por parte del aparato del Estado, que han dejado heridas indelebles y poco han contribuido a ampliar la adhesión catalana a la unidad española, más bien al contrario. Y, por último, aunque no lo último, un conflicto que sus primeros impulsores —Mariano Rajoy y Artur Mas— querían tener controlado y ha acabado fuera de control. De ahí, el naufragio de ambos.

			Lola García ha efectuado un excepcional trabajo de reconstrucción de los principales acontecimientos de estos últimos ocho años, con fuerte apego a la narración de los hechos. Hechos más que opiniones. Tozudez en la narración de los hechos, con varias joyas escondidas en los mejores pliegues del relato. Rigor narrativo, claridad analítica y un magnífico control de las pasiones, tan desatadas en algunos ámbitos del periodismo de este país. Este libro es la mejor crónica que se ha escrito de los acontecimientos de Cataluña.

			Quisiera añadir algo más sobre la autora. Lola García es en estos momentos una de las mejores intérpretes de la compleja política catalana. Sus crónicas dominicales en La Vanguardia son imprescindibles. Es una periodista de larga trayectoria que ha conseguido compaginar la pluma con el difícil trabajo en el cuarto de máquinas. La autora ha hecho algo más que escribir este libro. Ha resistido la enorme presión emocional que en Cataluña se ha llevado a muchos periodistas por delante, arrastrándolos hacia las aguas turbulentas del sectarismo y la propaganda. Lola García ha resistido valientemente para poder escribir la mejor crónica del naufragio.

			 

			Madrid, 18 de junio de 2018
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EL GOBIERNO DE LA GENERALITAT, EN LA CÁRCEL

			 

			 

			 

			Varios furgones policiales salen de la Audiencia Nacional a toda velocidad. Los destellos de sus luces de alarma chocan con los flashes de los fotógrafos mientras cae la noche de este 2 de noviembre de 2017 en la que todo se ha venido abajo. 

			Los vehículos conducen a buena parte del Gobierno de Cataluña a la cárcel. Uno de los agentes de la policía que vigila el edificio judicial y ve salir los furgones ya augura que el recorrido va a ser desagradable para sus ocupantes cuando le suelta a su compañero de servicio: «Digo yo que estos van a ir follaos, las van a pasar hasta allí…». El otro le responde entre risas: «Al osito ya verás cómo lo van a poner». El «osito» es Oriol Junqueras, líder de Esquerra Republicana de Catalunya (ERC) y hasta hace unos días vicepresidente de la Generalitat de Cataluña. En una de las furgonetas, esposados a la espalda, viajan el exconseller Santi Vila (Empresa) y Carles Mundó (Justicia), cesado en aplicación del artículo 155 de la Constitución. Van en dirección a la cárcel de Aranjuez, a unos 40 kilómetros de Madrid.

			Vila y Mundó mantienen una buena relación. Ambos son de talante afable. El exconvergente es extrovertido, y el republicano, reservado, pero comparten un carácter razonable, son alérgicos al extremismo y exhiben un trato educado y exquisito. Pertenecen a la misma generación (Vila es de 1973 y Mundó, de 1976) y, dada su trayectoria y juventud, son aspirantes a desempeñar funciones relevantes en la política catalana. O lo eran hasta hace unos días. Porque esta noche aciaga están sentados cara a cara, aún trajeados, en sendos bancos en una furgoneta que, a cada curva, a cada rotonda, a cada frenazo, provoca que se desplacen impelidos de un lado a otro, dando tumbos. Para evitar salir despedidos, intentan aferrarse, con las esposas puestas, a la rejilla que hay a sus espaldas.

			A las puertas de la cárcel de Aranjuez, mientras esperan a bajar del furgón, unos policías deciden «amenizarles» la espera y les hacen escuchar tres veces el himno de España en su teléfono móvil. Vila trata de tomárselo con humor, aunque no tenga ni pizca de gracia. Pero no será Aranjuez su destino. La juez de la Audiencia Nacional ha decidido de repente que irán a Estremera, a unos 60 kilómetros de la capital, casi en el límite con Castilla-La Mancha. El furgón da la vuelta... A la misma prisión han ido a parar los otros miembros del Gobierno de Cataluña. La instructora Carmen Lamela había citado al presidente de la Generalitat cesado, Carles Puigdemont, y a sus trece exconsellers, acusados de los delitos de rebelión, sedición y malversación en el proceso independentista de Cataluña. Solo nueve de los imputados se han presentado en la Audiencia Nacional. Para ocho de ellos, la juez ha ordenado prisión incondicional por riesgo de fuga, destrucción de pruebas y de reiteración delictiva. Únicamente a Vila —que dimitió a tiempo— le ha impuesto una fianza de 50.000 euros, aunque va a pasar una noche en la cárcel hasta poder hacerla efectiva al día siguiente.

			A la prisión de Alcalá-Meco van destinadas Meritxell Borràs, exconsellera de Gobernación, y Dolors Bassa, de Trabajo. Y en Estremera, Vila y Mundó se encuentran con el vicepresidente Junqueras, y con sus compañeros de gabinete Jordi Turull (Presidencia), Josep Rull (Territorio), Raül Romeva (Asuntos Exteriores) y Joaquim Forn (Interior). Al llegar, siguiendo el protocolo penitenciario, todos son despojados de sus enseres personales y de aquello que pueda servir para lesionarse, como los cinturones. Dos de ellos, Turull y Romeva, son obligados a desnudarse, como se hace con algunos delincuentes para comprobar que no entran drogas en la prisión. Todos se someten a la revisión médica. Mundó consigna las lesiones leves que se ha producido en las muñecas por el roce de las esposas mientras viajaba en el furgón policial. Después, visita con el educador y con el asistente social. También acude a verles el director de la cárcel, que admite que son presos un tanto peculiares y que, pese a las lamentables circunstancias, espera que se sientan bien tratados. 

			Les adjudican las celdas por parejas. Las cuentas no salen y hay uno que deberá compartir habitáculo con un preso común. Enseguida todos abogan por que sea Vila, puesto que solo va a estar una noche en la cárcel. Efectivamente, el exconseller de Empresa conoce así a un recluso de unos 60 años a quien mira con cierto recelo. Tienen que compartir un espacio de unos ocho metros cuadrados, con una litera, dos sillas, una ducha y un váter sin puertas. El preso intenta tranquilizar a Vila, le ayuda a hacer la cama. Empieza para todos la vida en la cárcel. A las ocho de la mañana, el recuento. A las 8.30 horas, el desayuno y tiempo para hacer una llamada... La pesadilla solo dura una noche para Vila, pero otros permanecerían varios meses antes de salir en libertad condicional y volver a entrar por orden del Tribunal Supremo.

			Mientras, Borràs y Bassa viven escenas similares en la prisión de Alcalá-Meco. Durante su encierro, los medios de comunicación les prestan mucha menos atención que a sus compañeros varones, a pesar de que las condiciones de esta cárcel, muy antigua, son objetivamente peores. Quizá por eso, al llegar, les reparten unas pastillas y les recomiendan tomarlas a diario. Borràs, que estudió Farmacia, sabe que son antidepresivos. Su pesadilla diaria son las picaduras de los chinches en la cama. Cuando salen en libertad condicional aún llevan las marcas en brazos y piernas. En ese intervalo, aún creen escuchar a veces el sonido de los cerrojos de las celdas, que se graba como una huella indeleble en sus mentes. Borràs y Bassa habían mantenido una relación cordial, pero distante, mientras compartían tareas de gobierno. Sin embargo, en la prisión forjan una gran amistad. 

			La dureza de la cárcel pone a prueba las relaciones personales. Algunas se estrechan, mientras que otras se resienten. Turull y Rull, que habían mantenido posiciones políticas enfrentadas a raíz del congreso de la refundación de Convergència Democràtica de Catalunya (CDC), en el que se alumbra el Partit Demòcrata Europeu Català (PDeCAT), comparten celda y entablan amistad. En situaciones límite, lo que parecía primordial ya no lo es y viceversa, así que los vínculos personales no se traban por afinidades políticas. Por ejemplo, Turull mantiene en la cárcel buena relación con Junqueras, mejor con Romeva y no conecta tanto con Mundó, los tres últimos de ERC. Entre rejas, están muy aislados de lo que está ocurriendo en Cataluña. Enseguida compran una televisión por celda, aunque solo es posible ver los canales en abierto de ámbito español. Nada de TV3. Así es como Turull, por ejemplo, reconoce un día con el corazón encogido a una de sus dos hijas en una de las movilizaciones para pedir su libertad. A través de la televisión, los dirigentes políticos encarcelados se enteran de algunos acontecimientos relevantes, como la decisión de Carles Puigdemont de presentarse a las elecciones del 21 de diciembre desde Bruselas, donde se ha refugiado junto a otros cuatro exconsellers: Toni Comín (Salud), Clara Ponsatí (Enseñanza), Lluís Puig (Cultura) y Meritxell Serret (Agricultura). Todos ellos huidos de la justicia o, para el independentismo, exiliados. Todos los partidos que abogan por la secesión, incluida la Candidatura d’Unitat Popular (CUP), han decidido participar en las elecciones, a pesar de haber sido convocadas por Mariano Rajoy.

			Una parte de la sociedad catalana parece exhausta después de los intensos acontecimientos de los últimos meses, pero la otra se moviliza contra las medidas de prisión provisional dictadas por la juez Lamela y que después mantendría el magistrado del Tribunal Supremo Pablo Llarena. La huelga general del día 8 de noviembre tiene un seguimiento más bien escaso, salvo en sectores como la educación, pero la actuación de grupos independentistas radicales provoca cortes de tráfico en 70 carreteras y en el AVE. Son los llamados Comités de Defensa de la República (CDR), creados para defender los lugares de votación del referéndum del 1 de octubre. Estos CDR se sitúan en la órbita de la CUP, pero tampoco responden jerárquicamente a esta organización política. Hay casi 300 repartidos por toda Cataluña y, aunque en principio pregonan la resistencia pacífica, sus actuaciones resultan coactivas.

			Desde la cárcel, los políticos presos conocen también por televisión los primeros compases de la campaña electoral e incluso llegan a discutir sobre los posibles resultados cuando se encuentran en algunas dependencias compartidas. En esas conversaciones, los exconsellers del PDeCAT ven a los de ERC muy convencidos de que su partido será el indiscutible vencedor de las elecciones. 

			El día 10 de noviembre, la expresidenta del Parlament, Carme Forcadell, también pasa una noche en Alcalá-Meco, de donde sale después de pagar una fianza de 150.000 euros y gracias a una declaración ante el juez en la que admite que la declaración de independencia tuvo un valor «simbólico» y meramente «declarativo», sin ninguna consecuencia práctica, además de mostrarse dispuesta a acatar la Constitución. Pese a esa actitud, Forcadell volverá a ingresar en prisión en pocos meses. Esa línea de defensa, con más o menos énfasis, sería utilizada por todos los miembros de la Mesa del Parlament y, con posterioridad, por la mayoría de los encarcelados para conseguir la libertad condicional. Finalmente, después de 32 noches durmiendo en la cárcel, el 5 de diciembre salen Romeva, Turull, Rull, Mundó, Borràs y Bassa. Atrás quedan Junqueras y Forn. Todos se preparan para abandonar el encierro. Ellos deciden hacerlo trajeados, con «uniforme de consellers», excepto Mundó, que se niega y opta por un jersey negro y tejanos. El exconseller de Justicia acepta participar de forma muy activa en la campaña de ERC para paliar la ausencia de Junqueras, pero ya ha tomado la decisión de apartarse de la política al menos hasta el juicio.

			Parece que la pesadilla se ha acabado, al menos para la mayoría de ellos. En este momento, no pueden imaginar que regresarán solo tres meses después. La despedida de los que se quedan dentro, Junqueras y Forn, es emotiva, intensa. Apenas pueden reprimir las lágrimas. No ven el final del drama que empezó el 2 de noviembre. Fue aquella misma mañana cuando Junqueras exteriorizó en voz alta su convencimiento de que ingresaría en prisión. En el coche que le conduce a declarar ante la juez Lamela, sus colaboradores le van poniendo al corriente de las últimas noticias. Comentan que la fiscalía tiene intención de solicitar la prisión y recuerdan con pesimismo que hace pocos días el comunicado oficial enviado por correo electrónico desde la Fiscalía General del Estado anunciando querellas contra la Generalitat y la Mesa del Parlament llevaba por título «Más dura será la caída». Los augurios se presentan sombríos. Junqueras alberga la íntima certeza de que esa noche probablemente ya no verá a su esposa y sus dos hijos. 

			La larga espera en un frío pasillo del edificio de la Audiencia es el escenario en el que todos ellos visualizan que su destino más probable es la cárcel. La posibilidad de ingresar en prisión empezó a plasmarse en el horizonte de los miembros del Gobierno de Cataluña a partir del 1 de octubre, cuando tomaron conciencia de que el Estado no estaba dispuesto a ceder bajo ningún concepto. Antes, la mayoría de ellos dibujaban un escenario similar al vivido por Artur Mas, es decir, se iniciaría un procedimiento judicial, deberían acudir a declarar y quedarían probablemente en libertad bajo fianza hasta la celebración del juicio, que tardaría un par de años en llegar. Y, para entonces, podrían ocurrir muchas cosas en el panorama político. Pero desde el 1-O, las perspectivas eran más lúgubres. Tanto, que los días previos a la declaración unilateral de independencia, el aún conseller Rull reconocía que había pasado el último fin de semana libre despidiéndose de su familia. Sus presentimientos no iban errados.

			¿Cómo es posible que se haya llegado hasta aquí?, ¿cómo podía nadie imaginar que todo un Gobierno elegido en democracia acabaría entre rejas?, ¿qué clase de fracaso colectivo ha conducido a la fractura de la sociedad catalana y al alejamiento entre esta y la del resto de España?, ¿por qué una parte tan sustancial de Cataluña creyó tener en la punta de los dedos el sueño prometido?, ¿por qué sus líderes eligieron el camino que conducía a un callejón sin salida?, ¿pueden señalarse culpables? Las páginas que siguen desgranan los acontecimientos que han conducido a la explosión de la mayor crisis de Estado en España desde el inicio de la Transición y las motivaciones que indujeron a sus protagonistas a adoptar las decisiones que tomaron y no otras. Unos determinados líderes inmersos en una etapa convulsa, en un tiempo de extrema complejidad que no supieron afrontar. 

			Tres dirigentes políticos han tenido en su mano la capacidad de tomar un camino u otro en diferentes momentos de los años que van desde el 2012 al 2017, el periodo álgido del llamado «proceso soberanista» catalán. Son Artur Mas, Carles Puigdemont y Mariano Rajoy. Ha habido muchos más actores, pero ellos son los tres que pudieron marcar el rumbo. Las metáforas marineras, precisamente, son muy del agrado de Mas, que nada más llegar a su despacho del Palau de la Generalitat colgó un timón con el lema «cap fred, cor calent, puny ferm, peus a terra» («cabeza fría, corazón caliente, puño firme, pies en el suelo»), procedente del Sebastiana, una corbeta que comandó su abuelo. La determinación de Mas de virar la nave desde ese equilibrio entre reivindicación permanente y el pacto con el Estado que fue el pujolismo hacia el independentismo unilateral es un elemento esencial en esta historia. 

			En noviembre de 2007 el líder de Convergència pronunciaba una conferencia titulada «El catalanismo, energía y esperanza para un país mejor», en el Palacio de Congresos de Barcelona ante 2.000 invitados de la sociedad civil. Mas había puesto en marcha una plataforma política bautizada como la «casa gran del catalanisme» para buscar una mayor transversalidad que superara el movimiento pujolista. En aquella conferencia defendió por primera vez «el derecho a decidir», pero circunscribió su aplicación solo a cuestiones muy concretas como el Estatut (que aún estaba pendiente de la sentencia del Tribunal Constitucional) o la financiación: «El derecho a decidir requiere que los temas sobre los cuales se ejerza descansen sobre mayorías cualificadas o reforzadas de forma amplia, con la finalidad de darle a la decisión toda la legitimidad y la fuerza necesarias, y también para evitar dividir a la sociedad en dos mitades, con el riesgo de fractura social que eso comporta». E insistía en que el derecho a decidir se debía aplicar «sobre aquellos temas que más nos unen a los catalanes y no sobre los que más nos dividen». Entonces, ¿por qué cambió de opinión?

			Mas justifica su viraje por el fracaso de los reiterados intentos del catalanismo por cambiar el «encaje» de Cataluña en España sin que los poderes del Estado lo hayan permitido. Y aporta como argumento definitivo la sentencia del Tribunal Constitucional (TC)dictada en 2010 que anula 14 artículos y sujeta a su interpretación 27 más de los 223 con que cuenta el Estatut aprobado en el Parlament. Un texto negociado in extremis por Mas siendo jefe de la oposición con el entonces presidente del Gobierno, el socialista José Luis Rodríguez Zapatero, y votado por los catalanes en un referéndum que obtuvo el 74 % de apoyo con una participación del 48,8 %.

			El «proceso» recibió primero el apelativo «soberanista». En efecto, su pretensión era cambiar por vías democráticas la soberanía del Estado español para que esta residiera también en el pueblo catalán. El debate estatutario sobre la consideración de Cataluña como nación (que finalmente se plasmó en el preámbulo para no darle categoría jurídica) evolucionó en el discurso de una buena parte de los dirigentes catalanes hacia la siguiente fase: ejercer la soberanía propia. Y ese se convirtió en un obstáculo insalvable en la relación entre el poder político catalán y el del resto de España. 

			El movimiento independentista entronca con el anhelo de arrasar con la herencia de la Transición en todas sus facetas, tanto la del modelo territorial como la social, explotada por Podemos. Porque el discurso rupturista no solo triunfa en Cataluña. Al mismo tiempo que el independentismo comienza su explosión, Pablo Iglesias y los suyos empiezan a ver cómo cala en la sociedad su propuesta de que ha llegado el momento de derrocar el «régimen del 78», que entienden como una componenda de intereses políticos y económicos de la clase dirigente —«la casta»— que se ha introducido en todos los rincones de la sociedad y la ha corrompido hasta la médula. La narración del independentismo, a su vez, parte de dos premisas. La primera sostiene que España no tiene remedio, por lo que no vale la pena implicarse en su gobernación. Según esa tesis, es indiferente que ocupe el poder cualquiera de los dos partidos que se lo han repartido en las últimas décadas. La segunda defiende que es imposible hallar una incardinación adecuada de Cataluña en España porque el centralismo siempre encuentra alguna vía espuria para limitar los logros conseguidos por el autogobierno. El independentismo prende con ímpetu en tiempos de soflamas rupturistas, en los que pregonar simples reformas es predicar en el desierto.

			Durante los cinco años que van de 2012 a 2017, el proceso independentista discurrió entre dos sectores que daban apoyo al nuevo relato, pero que perseguían objetivos diferentes. Por un lado, quienes concluyeron, como Mas, que la única forma de conseguir que el Estado se aviniera a negociar un encaje diferente de Cataluña en España, en el que se blindara su singularidad cultural y lingüística y se atendieran sus reclamaciones económicas, era subir la apuesta, estirar la cuerda al máximo para sentarse a la mesa de negociación desde una posición de fuerza. De otra forma, los enviados catalanes siempre acababan laminados por la potente estructura de los abogados del Estado, como solía explicar uno de los principales colaboradores de Mas, su mano derecha en la oposición y en el Gobierno, Francesc Quico Homs. Mas encabezaba ese sector. Pero en el proceso también confluyeron de forma impetuosa quienes consideraron que esta era la oportunidad histórica para convertir Cataluña en un Estado independiente. Para ellos, se trataba de una ocasión única: ahora o nunca. Incluso algunos acuñaron el lema «tenim pressa» («tenemos prisa») y justificaron esa premura con el razonamiento de que, cuanto antes Cataluña lograra su independencia, antes gozaría de los recursos y herramientas necesarios para salir de la crisis. Con España en una situación de debilidad en Europa debido a sus maltrechas finanzas, y un movimiento popular en ebullición en Cataluña, creían llegado el momento de dar el salto decisivo. A Puigdemont se le podría incluir emocionalmente en este sector, aunque a veces se manifestara partidario del primero, consciente de las dificultades.

			Mas emprendió un camino de incierto final que culminó Carles Puigdemont, al que designó sin apenas conocerle, un dirigente idealista y tozudo, un verso libre de la política, que fue mucho más lejos de lo que su predecesor hubiera ido jamás. Si bien Mas decidió emprender una ruta determinada, en el desenlace todo se le fue de las manos. Echando la vista atrás, el sucesor de Pujol no considera que haya cometido un error al adentrarse en el terreno abierto de la defensa de la independencia porque considera que su deber era escuchar el clamor de la sociedad. Sin embargo, Mas tampoco se hace responsable de los últimos pasos que llevaron a la intervención de la Generalitat, quizá porque su itinerario político siempre estuvo ligado al espíritu más conservador y elitista de la vieja Convergència i Unió (CiU), exponente del orden establecido, mientras que Puigdemont perteneció a ese partido casi por tradición, pero siempre lo consideró un instrumento necesario, aunque no demasiado eficaz, para lograr lo que fue su obsesión vital: alcanzar el sueño de la independencia.

			Al otro lado, en la Moncloa, reside Mariano Rajoy, un líder imperturbable, alérgico a la precipitación e incluso a la iniciativa, un superviviente, una roca contra la que se estrellaron todas las peticiones para proponer soluciones políticas durante cinco años, convencido de la máxima orteguiana que reza que el conflicto catalán no es resoluble, sino solo «conllevable». Cada político afronta los problemas en función de su trayectoria. Mas salió defraudado de su experiencia estatutaria y seguro de que el diálogo no fructificaría nunca, que solo un Gobierno central contra las cuerdas cedería parcelas reales de poder. Y Rajoy disponía de su bagaje como negociador del pacto del Majestic, cuando la Convergència i Unió de Jordi Pujol hizo presidente a José María Aznar a cambio de algunos avances en el autogobierno, como el traspaso del control del tráfico a los Mossos d’Esquadra. A Rajoy, un pragmático, no le pareció ningún drama negociar entonces las concesiones que reclamaba el presidente de la Generalitat. Pero sí extrajo de aquella experiencia su convencimiento de que el nacionalismo catalán es un organismo insaciable ante cada cesión. Por si ello fuera poco, el desgaste que supuso para Zapatero el intento de resolver el contencioso mediante un nuevo Estatut acabó por persuadirle de que abrir melones políticos en Cataluña solo podía abocarle a lidiar con una fuente inagotable de problemas. Cada vez que políticos, empresarios o periodistas le inquirían durante los cinco años del proceso catalán por qué no negoció, Rajoy replicaba que cualquier otorgamiento que pudiera hacer al independentismo habría sido insuficiente y no les habría convencido de que abandonaran esa meta.

			En este corto, pero intenso, lapso de la historia de Cataluña, muchos más protagonistas tuvieron un papel destacado. Pero el independentismo alegaría a esta premisa que este fue sobre todo un movimiento «de abajo a arriba», que surgió del pueblo y su fuerza acabó por arrastrar a los políticos. Es evidente que la enorme movilización ciudadana que abrazó la idea de una separación de Cataluña del resto de España es un elemento fundamental que define este periodo. Sin ese impulso popular, nada habría sido igual. Otra cosa será el análisis de las causas profundas del malestar que llevó a tantos catalanes a la calle. De igual forma, el procés no habría avanzado sin el liderazgo político desde el poder de la Generalitat. 

			El contexto económico y social propició un hábitat adecuado para que germinara un fuerte y activo movimiento en favor del independentismo. La llamada «revolución de las sonrisas», como se bautizó la movilización en demanda de un Estado catalán, toma impulso en medio de la peor crisis económica y financiera que vive Europa, y en especial el sur del continente, desde los años 70. No fueron los más desfavorecidos los que impulsaron esta revolución. Quizá su característica más llamativa es el amplio respaldo que enseguida alcanzó entre las clases medias, los profesionales, ciudadanos con estudios y acceso a la información. No fueron tampoco los jóvenes sus impulsores, puesto que la nueva convicción prendió entre todas las edades. Las encuestas del Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) revelan sin ninguna duda que, en este periodo, las capas más formadas de la sociedad catalana, con estudios superiores, y los residentes en poblaciones medianas o pequeñas son más proclives a la independencia y constituyen, a su vez, los más motivados a la hora de ir a votar. Teniendo en cuenta esa pincelada sociológica, no es de extrañar que las movilizaciones del 11 de septiembre del 2012 al 2017 fueran impresionantes coreografías escénicas, las mayores de toda Europa en las últimas décadas, disciplinadas, familiares y pacíficas.

			Los debates sobre si el independentismo catalán es consecuencia o no de la recesión son arduos y objeto de otros estudios. En cualquier caso, si no ha sido el único detonante, tampoco es una circunstancia ajena. Y, a buen seguro, la crudeza de la crisis fue un caldo de cultivo excelente para mensajes simplistas como el «España nos roba» de los primeros compases de este proceso. La socióloga Marina Subirats considera que, ante una crisis de tamaña envergadura, cuando los poderes públicos nacionales y europeos se muestran incapaces de mantener los estándares del Estado de bienestar, los ciudadanos optan por «una idea fácil y visceral: nos vamos». Es lo que ella denomina «una utopía disponible», es decir, una buena parte de los catalanes consideraron que esa salida estaba a su alcance. El sueño de borrar todo lo que se había corrompido para construir una sociedad sin mácula parecía posible. Precisamente, a la tarea de presentar la independencia (sea o no utópica) como una meta factible en un corto plazo de tiempo contribuyó de manera decisiva el Gobierno de Cataluña. Un Gobierno que, como hemos visto, acabó en prisión.
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EL PROCÉS PONE RUMBO DE COLISIÓN


			 

			 

			 

			Un helicóptero de los Mossos d’Esquadra aterriza en el parque de la Ciutadella, frente al edificio del Parlament, a las 9.43 horas. De él desciende el presidente de la Generalitat, Artur Mas, con gesto contrariado. Acaba de evitar así la protesta de unos 2.000 «indignados» concentrados alrededor del recinto. «Es intolerable», declara a los medios de comunicación nada más entrar en el Parlament. «Es intolerable que los diputados, para realizar nuestras funciones, tengamos que hacerlo por estos medios debido a la violencia que se vive en la calle, con agresiones a diputados...» El presidente de la Generalitat ha intentado acceder al edificio en su vehículo oficial en dos ocasiones, pero el dispositivo policial ha sido incapaz de contener a los manifestantes. Días después, llegaría a calificar de «kale borroka» la actuación de los «indignados» y a pedir un «castigo ejemplar».

			También en helicóptero llegan la vicepresidenta, Joana Ortega, el conseller de Economía, Andreu Mas-Colell, socialistas como Joaquim Nadal o Higini Clotas, o el presidente de ERC, Joan Puigcercós. Hasta 32 cargos y parlamentarios van entrando en el Parlament en helicópteros de la policía autonómica. Otros diputados no tienen tanta suerte. La mayoría se ven obligados a soportar una lluvia de objetos e insultos. La socialista Montserrat Tura ha intentado llegar a través de la multitud. Se ha parado a hablar con algunos de los manifestantes. Mientras una señora le explica que tiene dos hijos jóvenes en el paro, alguien le pinta la chaqueta con aerosol. Una vez señalada, su avance se complica. Le escupen y le lanzan objetos. Por fin llega al cordón de los Mossos y se abre camino entre ellos hasta el edificio del Parlament. La imagen de Tura con la chaqueta pintada va a convertirse en la más repetida en televisión. Aún guarda la prenda como el recuerdo «agridulce» de aquel día. Es el 15 de junio de 2011 y tienen que aprobarse los presupuestos de la Generalitat. 

			Desde su llegada al poder, seis meses antes, Mas no había hecho más que recortar y recortar. El líder de CiU nunca ha tenido fácil su carrera política. Sus adversarios comentan con un punto de mala fe que es algo gafe. A pesar de haber alcanzado el liderazgo por designación a dedo del gran patriarca, Jordi Pujol, la fatalidad de la aritmética parlamentaria le ha perseguido siempre. Y nada más empezar tuvo que vérselas con Pasqual Maragall. El exalcalde de Barcelona fue durante mucho tiempo su pesadilla. Ya lo era en el Ayuntamiento de Barcelona, cuando Mas era un joven concejal de la oposición y el alcalde olímpico le trataba con evidente displicencia. En 2003 pudo desquitarse y Mas le ganó en escaños (no en votos) las elecciones catalanas a Maragall, pero este le pilló por sorpresa y, mientras el convergente descansaba unos días del esfuerzo de la campaña, forjó un tripartito de izquierdas que dejó a CiU en la oposición. 

			El periodo que va desde ese chasco hasta la llegada al poder en 2010 siempre ha sido considerado por Mas como el colmo de todas las injusticias. Una «travesía del desierto», como él la denomina, a la que siempre se ha referido con una profunda amargura, como si le hubieran robado esos años. Mas ha estado más tiempo de su vida en la política que fuera de ella. Con apenas 30 años ya era concejal en Barcelona y, desde entonces ha seguido desempeñando cargos públicos hasta que deja la Generalitat a punto de cumplir los 60. El acuerdo de gobierno de las izquierdas no lo vive como un lance de la democracia parlamentaria, sino como una mala jugada, casi como una subversión del orden natural de las cosas. Y, cuando por fin logra su objetivo, cuando llega a la presidencia de la Generalitat, lo hace en el peor momento, en medio de una de las crisis económicas más crudas de la historia reciente. 

			En efecto, el sistema sanitario catalán, orgullo del pujolismo, calificado en Cataluña como «modelo» propio envidiable en medio occidente, está en plena ebullición. Los recortes presupuestarios se han cebado en ese sector o, al menos, es donde más daño parecen haber causado. Miles de trabajadores de los hospitales salen a la calle a protestar y encuentran la complicidad de muchos ciudadanos. Hasta los pacientes se llegan a concentrar junto con los empleados sanitarios. Incluso en algún corte de carretera los conductores cambian los clásicos bocinazos por aplausos a los manifestantes. La temperatura ambiente es infernal. Un dato relevante para interpretar lo que la historia depararía en los años venideros: el movimiento del 15-M había explotado en mayo de este 2011 y la Assemblea Nacional Catalana (ANC), la entidad que jugaría un papel decisivo en la movilización independentista, se constituye legalmente como entidad el 25 de mayo, solo diez días después. 

			El 15-M nada tiene que ver con el movimiento independentista. Entre los acampados en la plaza de Catalunya de Barcelona no ondean estelades ni se escuchan discursos en favor de la secesión. Pero es evidente que la coincidencia de ambos fenómenos es síntoma de un malestar subyacente, expresión de una irritación ante un sistema político incapaz de afrontar la crisis de otra forma que no sea laminar el Estado de bienestar y degradar los servicios públicos. Unas semanas después de instalarse en la plaza de Catalunya, los acampados del 15-M son desalojados con muy pocos miramientos por los Mossos d’Esquadra y la Guardia Urbana. La orden de cargar la da el conseller de Interior, Felip Puig, histórico hombre fuerte del aparato de Convergència cuyo independentismo nunca fue puesto en duda, aunque acabara por distanciarse de muchas de las decisiones de los dirigentes «procesistas». 

			Las cuentas que se debaten en el Parlament constituyen un nuevo y doloroso tijeretazo. Mas lo sabe mientras desciende del helicóptero. Pero eso no es lo peor. Para colmo, el nacionalismo convergente había tenido que recurrir de nuevo al apoyo del Partido Popular (PP) para aprobarlas, ya que CiU, pese a su buen resultado electoral (62 diputados) no cuenta con los 68 escaños que requiere la mayoría absoluta. Mas había logrado la investidura gracias a los socialistas, pero esa alianza no tendría continuidad. El Partit dels Socialistes de Catalunya (PSC) había ofrecido a Mas un acuerdo presupuestario que ponía el acento en un plan de empleo juvenil y en las ayudas a los comedores escolares, entre otras cuestiones. Pero no llegan a un pacto y el PP se presta raudo a dar su respaldo a los presupuestos, aunque son unas cuentas que no gozan precisamente de popularidad. Para Mas, ha sido muy cómodo lograr ese apoyo, ya que el PP apenas ha puesto exigencias sobre la mesa. Pero esto supone revivir lo que ya sufrió como una humillación durante la última etapa de Jordi Pujol en el poder, cuando Mas aún era el sucesor y desempeñaba la labor de conseller en cap (consejero jefe). Entre el 2000 y el 2003, el Gobierno de CiU dependía de los votos del PP en el Parlament en un momento en que gobernaba José María Aznar y los nacionalistas catalanes debían corresponder a esa alianza prestando su apoyo a medidas como el Plan Hidrológico Nacional, lo que provocó una rebelión en las Terres de l’Ebre, incluidos episodios de abucheos a Pujol y su Gobierno. Esa alianza con el PP, además, acabó por resultar letal para los intereses electorales de CiU. Mas tenía grabado a fuego como un auténtico infortunio esa dependencia del PP. Se había prometido a sí mismo que no volvería a repetir la experiencia. 

			Pero corre el 2011 y ahí está el acuerdo de presupuestos con el PP de Alicia Sánchez-Camacho. Para el president, es imperativo cambiar ese escenario sumamente incómodo cuanto antes. Pero hay que encontrar el momento oportuno. Romper con el PP y cambiar de caballo así como así no es tan sencillo. Una insinuación a ERC supondría que los republicanos querrían cobrárselo muy caro. Hay que empezar a virar el discurso. Y el instrumento para hacerlo es la promesa electoral del pacto fiscal, lo que dificulta apoyarse en el PSC. Esa reclamación se sitúa en primer término del relato político. El argumento es sencillo: Cataluña tiene tanto derecho como el País Vasco a recaudar sus impuestos directamente y gestionarlos. Sobre este aserto se empieza a construir el andamiaje que pondría sordina a los reproches por los recortes, aunque estos se continuaran aplicando. Empieza así el discurso del expolio fiscal, la antesala del «España nos roba». Un lema tan populista como efectivo. Una frase que no se escucha explícitamente en boca del president Mas, pero sí de todos los figurantes de la obra política que pululan con profusión por los medios de comunicación. El plan de Mas y de su principal estratega, Quico Homs, es mantener el pacto fiscal como eje de la reivindicación nacionalista durante buena parte de la legislatura. Ha sido la principal promesa de CiU en las últimas elecciones de 2010 y puede aún exprimirse como argumento político hasta el final del mandato. 

			Pero pronto los acontecimientos se precipitan y el relato del pacto fiscal queda superado. En el Parlament se han desarrollado los trabajos de una comisión sobre este asunto que finaliza en el verano de 2012, un año después de la escena del helicóptero. Las conclusiones de esa comisión se han aprobado con los votos de CiU, Iniciativa per Catalunya Verds (ICV) y ERC, con apoyo parcial del PSC e incluso la abstención del PP en algunos aspectos. Es una muestra de que la mayoría de los partidos catalanes consideran que la financiación de Cataluña está mal resuelta, pero también es la evidencia de la popularidad que ha obtenido en poco tiempo el discurso del pacto fiscal. Buena parte de la sociedad catalana está convencida de que su aportación a la caja común española es excesiva y que si los servicios públicos adolecen de carencias es porque el reparto con el resto de las comunidades autónomas es injusto. Los socialistas se han abstenido en la creación de una agencia tributaria catalana única y abogan por una consorciada, es decir, como recoge el Estatut. En el resto de las cuestiones están bastante de acuerdo. En definitiva, unos quieren la llave de la caja solo en Cataluña y el PSC propone que el Gobierno central comparta una copia. Para Homs, ese apoyo parcial de los socialistas, que pueden gobernar en España, es importante. Los populares se han abstenido en buena parte del texto y rechazan de plazo la caja única catalana. Ciutadans (Cs) y Solidaritat Catalana per la Independència (SI) se han mostrado contrarios al pacto fiscal por motivos opuestos. El texto aprobado establece que la agencia tributaria catalana sería «la única administración responsable» de la gestión de todos los tributos que pagan los catalanes y que para fijar la aportación a la solidaridad interterritorial y el pago por los servicios que presta el Estado se acordaría de manera bilateral una cuota a revisar cada cinco años. Muy similar al pacto fiscal con el País Vasco. Ese es el mandato que el Parlament le da a Mas para negociar con el Gobierno central. «Con la mitad del pacto fiscal, tendríamos déficit cero», insiste el president. La solución a todos los problemas.

			La paradoja es que ese mandato se aprueba un día después de que la Generalitat revele que se va a acoger al Fondo de Liquidez Autonómico (FLA), es decir, al rescate del Estado. La prima de riesgo supera los 600 puntos. La bolsa está por los suelos. Hace meses que Mas-Colell pide un mecanismo de financiación más barato para las autonomías. En el segundo semestre de 2012 la Generalitat tiene que hacer frente a vencimientos de deuda por valor de 5.700 millones y es imposible acceder al mercado del crédito. El Gobierno de España pone en marcha el rescate. El conseller de Economía insiste en que se trata de que Cataluña pida al Estado una pequeña parte de lo que han pagado los catalanes en impuestos. Pero en la práctica, acogerse al FLA supone perder una buena parte de la autonomía del Gobierno de la Generalitat. En esta situación de extrema debilidad financiera y política debería empezar a negociarse el pacto fiscal. Pero no hay prisa. Hay tiempo al menos hasta la segunda mitad de 2013, piensa Homs, puesto que a partir de ahí ya solo queda un año para acabar la legislatura y puede cambiarse el discurso de cara a las elecciones. Sin embargo, una vez más, todo se precipita. 

			Se acerca la celebración del 11 de septiembre de 2012 y la ANC lleva un tiempo preparando una gran movilización. La conmemoración de la Diada ha sido polémica en los últimos años por el diferente enfoque simbólico que Maragall y Mas han querido darle, pero hasta ahora no se habían producido manifestaciones importantes. Es más, la marcha reivindicativa de ese día solía ser muy minoritaria y de corte radical. Pero este año es diferente. Y en el Gobierno de Cataluña lo saben. Solo han transcurrido dos años desde que Mas ha llegado al Palau de la Generalitat, pero la estrategia de su ejecutivo ha dado un giro de 180 grados, de justificar los recortes y el pacto con el PP a una exigencia del pacto fiscal y de enfrentamiento con el Gobierno central. La impresionante manifestación del 11 de septiembre de 2012 irrumpe como un soplo de aire fresco para Mas. El president no está presente en esa marcha (ni en las sucesivas movilizaciones de la Diada) para preservar su papel institucional. «Como president no iré a la manifestación, pero sí estaré anímicamente», declara. No se puede expresar un apoyo más claro. La organización corre a cargo de la ANC y los partidos quedan al margen hasta que se percatan de que la movilización puede adquirir grandes dimensiones y algunos se adhieren. Tanto es así que incluso se apunta Josep Antoni Duran i Lleida, líder de Unió, después de que hubiera declinado acudir. Al final, Duran va con muletas debido a una lesión de menisco y al cabo de media hora tiene que abandonar la marcha ante los abucheos y gritos de «botifler» (traidor). En el Gobierno de Cataluña también se produce un debate interno sobre si participar o no en la manifestación. Casi todos los consellers deciden ir, pese a las críticas de CiU al tripartito cuando algunos dirigentes de izquierdas combinaron la protesta en la calle con los despachos en la Generalitat.

			La ANC cuenta con el apoyo implícito del Gobierno de Cataluña. Y no solo en un sentido anímico, como decía Mas, sino en otro aspecto bastante más efectivo: el mediático. La prueba del interés en que la manifestación fuera un éxito es que desde el Palau de la Generalitat se convoca días antes al presidente de la Corporació Catalana de Mitjans Audiovisuals (CCMA), Brauli Duart, hombre de confianza de Homs, y al director de TV3, Eugeni Sallent. Las instrucciones que reciben son precisas y nítidas: hay que ayudar a calentar la manifestación al máximo, conseguir que sea lo más masiva posible. Bajo el lema «Catalunya, nou Estat d’Europa» («Cataluña, nuevo Estado de Europa»), la del 11 de septiembre de 2012 es una gran demostración de fuerza del independentismo. Más allá de las clásicas controversias sobre el número de participantes, un río humano de tres kilómetros ocupa el paseo de Gràcia y la Via Laietana de Barcelona. La Guardia Urbana cifra la asistencia en un millón y medio de personas. La delegación del Gobierno, en 600.000. Es la primera exhibición histórica del secesionismo. 

			Mas y Homs siguen el curso de la manifestación por televisión. En el Palau de Pedralbes. Solos. Allí extraen sus conclusiones. Homs pertenece al núcleo que se conoció como «el pinyol» (el hueso), un reducido número de estrechos colaboradores de Mas que acabaría por disolverse con el tiempo, algunos de ellos enfrentados entre sí o sin hablarse. De ese pinyol también formaron parte Oriol Pujol, hijo del expresident y entonces secretario general de Convergència, firme candidato a delfín del propio Mas, y David Madí, que fue su jefe de gabinete, el cerebro de sus campañas electorales y guía de cabecera, cuya innegable habilidad le permitiría compaginar durante años su ferviente independentismo con la presidencia del consejo asesor en Cataluña de una empresa del Ibex como Endesa. Podría decirse que Madí es una de las personas que más y durante más tiempo ha influido en Mas. El president es uno de esos políticos que valora la fidelidad de sus colaboradores por encima de casi cualquier otra consideración. Y Mas apreciaba en Homs que hubiera permanecido a su lado durante la «travesía del desierto». Homs, que acabaría convirtiéndose en conseller de la Presidencia, ejerce ascendencia en Mas, aunque eso no significa enfrentarse a sus planteamientos. 

			Aquel 11 de septiembre, los dos siguen el desarrollo de la manifestación por TV3 en el Palau de Pedralbes, residencia de la familia real en tiempos de la Exposición Universal y que acabaría por acoger las reuniones más conspiradoras y secretas del núcleo dirigente del independentismo. Allí, en uno de los salones del palacete, Mas y Homs se asombran del impresionante seguimiento de la marcha y concluyen que esa movilización constituye un capital político muy valioso, un formidable instrumento de presión a Mariano Rajoy. No tienen ninguna duda de que esa herramienta es controlable, de que se puede modular en adelante para reclamar mejoras financieras al Gobierno central y aliviar así el lastre de dos años de recortes y desgaste político. «Son nuestra gente», concluyen Mas y Homs sobre los asistentes a la manifestación. En efecto, allí están probablemente muchos de los electores de CiU. El corolario de ambos dirigentes es diáfano: o bien el president ejerce el liderazgo de ese enorme caudal social en ebullición y lo encauza en favor de sus intereses o bien, si se sigue con la poda de los servicios y cuentas públicos y el paro disparado, esa ola popular se les llevará por delante. 

			Aún con las imágenes de la gran manifestación en la retina, Mas acude el 12 de septiembre a Madrid. Al día siguiente debe pronunciar una conferencia en el Foro Nueva Economía. Puesto que se trata de un desayuno, el presidente de ese evento, José Luis Rodríguez, le invita a alojarse la noche anterior en el hotel Ritz. Cuando los dirigentes de CiU van a Madrid suelen instalarse en un establecimiento de capital catalán de menos lujo y tienen a gala recordar que no van al Palace, como hacía Duran i Lleida, quien se defiende asegurando que el precio era más reducido de lo que se quería hacer creer. Mas y Homs cenan en el restaurante del Ritz al día siguiente de la manifestación de la Diada. Techos altos, enormes lámparas de araña, pesados cortinajes... Los dos dirigentes llevan semanas dándole vueltas a un posible adelanto electoral. Esa noche en el Ritz también abordan esa cuestión, cada vez con mayor convencimiento. 

			Todo el discurso del Gobierno de Cataluña se ha reconducido hacia la reclamación «a Madrid». Los recortes ya no se presentan como consecuencia de la decisión responsable del president por los excesos en la gestión del tripartito y por la crisis internacional, sino como efecto del trato injusto del Ejecutivo central hacia Cataluña que Mas intenta combatir. Rajoy gobierna con mayoría absoluta, pero el ambiente en el que se desarrolla su gestión es de extremo ahogo económico y contestación social. Una manifestación trata de rodear de forma simbólica el Congreso de los Diputados. La protesta acaba en batalla campal con las fuerzas de seguridad, con el resultado de 64 heridos y 35 detenidos. Las imágenes de las cargas policiales tienen una gran repercusión internacional. Rajoy tampoco está en su mejor momento. Tras la manifestación del 11 de septiembre, Homs había recibido una llamada procedente de las torres negras de la Diagonal, sede de La Caixa, para pedirle encarecidamente que Mas declinara la invitación del Foro Nueva Economía. «Quizá no sea el mejor momento, sería mejor dejar pasar algo de tiempo...», apunta el interlocutor de Homs. Pero Mas no solo va a pronunciar la conferencia, sino que piensa ser muy claro y contundente. 

			El ambiente ante su visita a la capital es gélido. Ningún miembro del Gobierno central acude a su conferencia, a diferencia de lo que había sido habitual tiempo atrás. Hay un llamamiento generalizado a hacer el vacío al presidente de la Generalitat. Solo una persona de alto rango parece no haberse enterado de la consigna. Se trata de Rafael Spottorno, jefe de la Casa del Rey desde hace aproximadamente un año. El diplomático se da cuenta de que algo no va bien y justo cuando empieza el acto, se levanta de su asiento y deja la sala. A Mas, desde la tribuna, le llama la atención esa escapada. Spottorno, sin embargo, vuelve a su sitio y sigue el acto. Luego explica que había ido al lavabo, pero Homs sospecha que fue a hacer una llamada, extrañado por el boicot institucional al president. En contraste con la ausencia de representación política (los dirigentes del PSOE tampoco acuden), la conferencia despierta más interés de lo común entre embajadores y corresponsales extranjeros. Fuera se empieza a detectar que algo diferente está ocurriendo en Cataluña.
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